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¿ES LO MISMO CRÉDITO QUE PRÉSTAMO? 
 
 
INTRODUCCION 
 
En los últimos tiempos nos hemos encontrado que las necesidades de recaudación de las Comunidades 
Autónomas (CCAA) hacían buscar resquicios hasta ahora insospechados. 
 
Como al común de los mortales y al público en general “crédito y préstamo” eran una misma cosa pero 
con distintos nombres. De hecho cuando alguien iba a una entidad financiera para cubrir unas 
necesidades de financiación pedía un crédito o un préstamo. Cuando un particular, empresario o 
sociedad te comentaba sus previsiones de actividad para un año determinado nos indicaba ”he ido a 
pedir un préstamo o he ido a pedir un crédito”. Todo parecía lo mismo. 
 
La primera vez que leí la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación de préstamos 
hipotecarios, me pareció todo igual y pensé que era una norma razonable y adecuada los nuevos 
tiempos. Las Notarias y los Registros de la Propiedad realizan e inscribían, respectivamente, las 
novaciones de tales operaciones con total normalidad y con casi identidad entre ambas figuras jurídicas, 
salvo que los plazos de duración en los préstamos era “… AÑOS” y en los créditos “vencerá el….”. Todos 
ellos previamente liquidados, para su acceso al Registro (art. 254.1 Ley Hipotecaria), en las oficinas 
liquidadoras correspondientes con la alegación en las autoliquidaciones de “exentas” o “documento 
exento”. 
 
Pues bien, me “equivoque”, crédito y préstamo son cosas distintas y “no lo sabía”. Rectificar es de 
sabios. 
 
 
ANTECEDENTE DEL PROBLEMA 
 
La exposición de motivos de la Ley 2/1994, empezaba diciendo: 
 
“El descenso generalizado de los tipos de interés experimentado en los últimos meses ha repercutido, 
como es lógico, en los de los préstamos hipotecarios, y parece razonable y digno de protección que los 
ciudadanos que concertaron sus préstamos con anterioridad a la bajada de los tipos puedan beneficiarse 
de las ventajas que supone este descenso. Pero, por otra parte, la situación de estos prestatarios se ve 
agravada por la concurrencia de una doble circunstancia, que determina la inviabilidad económica del 
«cambio de hipoteca»: la fuerte comisión por amortización anticipada, impuesta por las entidades 
crediticias al tiempo de otorgar el contrato y la duplicación de gastos que implican la cancelación de un 
crédito hipotecario y la constitución de otro nuevo. Esta Ley viene además a cumplir con el mandato 
parlamentario que en su moción del 2 de noviembre de 1993, aprobada por unanimidad, instaba al 
Gobierno a «habilitar los mecanismos para que los deudores, en aplicación de los artículos 1.211 y 
concordantes del Código Civil, puedan subrogar sus hipotecas a otro acreedor».” 
 
Y el artículo 9 de dicha Ley, que regula los beneficios fiscales de las novaciones: 

“Estarán exentas en la modalidad gradual de «Actos Jurídicos Documentados» las escrituras públicas de 
novación modificativa de préstamos hipotecarios pactados de común acuerdo entre acreedor y deudor, 
siempre que el acreedor sea una de las entidades a que se refiere el artículo 1 de esta ley y la 
modificación se refiera a las condiciones del tipo de interés inicialmente pactado o vigente, a la 
alteración del plazo del préstamo, o a ambas.” 

Dicho marco normativo fue creado ante la necesidad de presionar a las entidades financieras para 
mejorar las condiciones financieras de las operaciones hipotecarias cuando los tipos de interés 
empezaron realmente a bajar, bien llegando a un acuerdo con sus propios acreedores hipotecarios o 
cambiando de entidad mediante la subrogación de otra. 
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Y es aquí donde surge el verdadero problema, dado que el referido artículo solo se refiere a 
“prestamos” y nada a créditos. 
 
Desde 1994 hemos asistido a una concesión, casi ilimitada, de operaciones hipotecarias de financiación 
de inmuebles, donde muchas de ellas eran calificadas como “crédito” y eran utilizadas como mera 
financiación para la adquisición de viviendas por particulares y para la adquisición de locales, oficinas o 
edificios industriales por empresas.  
 
¿Qué sucedía si un particular o empresa renegociaban sus condiciones con la entidad financiera y 
llegaban a un acuerdo? Pues si la operación en escritura pública era un préstamo normal y corriente, la 
operación de novación modificativa quedaba exenta; pero si la operación que se novaba aparecía como 
“crédito” las administraciones tributarias competentes liquidaban las operaciones como si de una 
modificación cualquiera se tratara, sin aplicar el beneficio fiscal indicado y liquidando por la total 
responsabilidad hipotecaria de la operación en su momento constituida, aunque solo se modificara el 
plazo de duración y tipo de interés o cualquiera de ambos. 
 
Y todas o casi todas las CCAA se “apuntaron al carro” de la recaudación. 
 
Tal clara es la confusión entre ambas figuras, que la disposición adicional única del R.D.-Ley 2/2003, de 
25 de abril, de medidas de reforma económica («B.O.E.» 26 abril), menciona a las dos como si de la 
misma cosa se tratara: 
 
 "en las subrogaciones que se produzcan en los préstamos hipotecarios a interés variable concertados a 
partir de su entrada en vigor, y aunque no conste en los mismos la posibilidad de amortización 
anticipada, la cantidad a percibir por la entidad acreedora en concepto de comisión por la amortización 
anticipada de su crédito se calculará sobre el capital pendiente de amortizar, de conformidad con las 
siguientes reglas: 1.º Cuando se haya pactado amortización anticipada sin fijar comisión, no habrá 
derecho a percibir cantidad alguna por este concepto. 2.º Si se hubiese pactado una comisión de 
amortización anticipada igual o inferior al 0,50 por ciento, la comisión a percibir será la pactada. 3.º En 
los demás casos, la entidad acreedora solamente podrá percibir por comisión de amortización anticipada 
el 0,50 por ciento, cualquiera que sea la que se hubiere pactado. No obstante, si la entidad acreedora 
demuestra la existencia de un daño económico que no implique la sola pérdida de ganancias, producido 
de forma directa como consecuencia de la amortización anticipada, podrá reclamar aquél. La alegación 
del daño por la acreedora no impedirá la realización de la subrogación, si concurren las circunstancias 
establecidas en la presente Ley, y sólo dará lugar a que se indemnice, en su momento, la cantidad que 
corresponda por el daño producido".  
 
 
DISTINCION ENTRE PRESTAMO Y CREDITO 

Ni el Código Civil ni el Código de Comercio hacen una distinción entre ambas figuras, salvo que el art. 
323 del CCom indica que “lo dispuesto en la sección de los préstamos con garantía de valores será 
también aplicable a las cuentas corrientes de crédito abiertas con entidades de crédito…”. 

Aunque en ocasiones se hable indistintamente de “crédito” y “préstamo”–con o sin garantía 
hipotecaria- estos términos realmente hacen referencia a contratos diferentes. 

Un préstamo es la operación financiera en la que una entidad o persona (el prestamista) entrega a otra 
(el prestatario) una cantidad fija de dinero al comienzo de la operación, con la condición de que el 
prestatario devuelva esa cantidad junto con los intereses pactados en un plazo determinado. La 
amortización (devolución) del préstamo normalmente se realiza mediante unas cuotas regulares 
(mensuales, trimestrales, semestrales…) a lo largo de ese plazo. Por lo tanto, la operación tiene una vida 
determinada previamente. Los intereses se cobran sobre el total del dinero prestado, junto con la 
devolución del capital, mediante alguno de los sistemas de cálculo conocidos (francés,…). 
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Mediante el contrato de crédito más habitual el cliente (acreditado) puede ir disponiendo del dinero 
facilitado por la entidad de crédito (acreedora) a medida que lo vaya necesitando, hasta una 
determinada cuantía (límite del crédito pactado) y en cualquier momento durante el plazo de tiempo 
pactado. El cliente deberá devolver la cuantía dispuesta, así como los intereses y comisiones bancarias 
pactados en los plazos acordados. Normalmente, el cliente puede devolver parcial o totalmente el 
importe dispuesto antes de su vencimiento, pudiendo volver a disponer de ese importe en futuras 
ocasiones durante la vida del crédito, lo que se denominan segundas o siguientes disposiciones. 

El crédito utiliza normalmente el soporte de una cuenta corriente donde se van anotando las 
disposiciones y reintegros que efectúa el cliente, por ello también se denomina “contrato de crédito en 
cuenta corriente”.  

El crédito en cuenta corriente resulta más flexible que el préstamo, puesto que el cliente tiene a su 
disposición una cantidad de dinero durante un tiempo, pudiendo hacer varias disposiciones y reintegros 
respetando el límite máximo y el plazo acordados, mientras que en el préstamo el cliente recibe 
normalmente de una sola vez, al inicio del contrato, una cantidad pactada de dinero, obligándose a su 
devolución en los plazos e importes preestablecidos en el plan de amortización, cuya variación 
implicaría costes adicionales para el cliente. De ahí la importancia de las novaciones modificativas.  

Siendo así, las principales diferencias entre el crédito y el préstamo son las siguientes: 

En el crédito sólo se pagan intereses por el capital dispuesto y normalmente por trimestres o semestres 
vencidos, mientras que en el préstamo se pagan por la totalidad, aunque no se utilicen todos los 
recursos financieros.  

El crédito puede ser renovado (si así autoriza la entidad financiera) varias veces a su vencimiento (esto 
se denomina «revolving»), mientras que el préstamo ha de ser pagado en el plazo establecido, de no ser 
así se instrumentaría un nuevo préstamo, salvo novación modificativa.  

Las operaciones de crédito se realizan generalmente a corto plazo (máximo un año) aunque pueden ser 
renovadas.  

En el crédito no hay amortizaciones mientras que en el préstamo se hacen de forma periódica.  

Al contrario que los préstamos, que siempre están vinculados a una compra o a una prestación de 
servicios, el crédito no siempre tiene esta finalidad, y puede, entre otros fines, dedicarse a operaciones 
de consumo del prestatario.  

 
Lo anterior ha venido siendo la práctica habitual, sin embargo la realidad es que muchas entidades 
financieras ofrecieron a empresas y particulares financiación a largo plazo, para la adquisición de activos 
fijos o viviendas bajo la formula de crédito o cuenta de crédito y con una primera disposición por la 
totalidad del límite de la operación, estableciendo una posibilidad de sucesivas disposiciones pero a 
tipos más elevados. 
 
 
¿ANALOGIA O NUEVOS TIEMPOS? 
 
Lamentablemente, la analogía viene siendo prohibida por nuestras administraciones tributarias y muy 
restrictiva por nuestros Tribunales cuando los contribuyentes tratamos de extender alguna ventaja o 
beneficio entre unas situaciones y otras, unas por sentido común y otras por desconocimiento. 

El art. 12 de la LGT, cuando habla sobre la interpretación de las normas tributarias, nos recuerda que 
debe hacerse conforme al art. 3.1 CC “Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus 
palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad social del 
tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas”. 

Pero como veremos, la LGT olvida lo que el siguiente art. 4 de dicho CC indica en sus apartados 1 y 3: 
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“1. Procederá la aplicación analógica de las normas cuando éstas no contemplen un supuesto específico, 
pero regulen otro semejante entre los que se aprecie identidad de razón.” 

“3. Las disposiciones de este Código se aplicarán como supletorias en las materias regidas por otras 
leyes.” 

El artículo 13 de la LGT, parece que quiere darnos la pista indicado que “las obligaciones tributarias se 
exigirán con arreglo a la naturaleza jurídica del hecho, acto o negocio realizado, cualquiera que sea la 
forma o denominación que los interesados le hubieran dado, y prescindiendo de los defectos que 
pudieran afectar a su validez”.  
 
Siendo así, y siendo su destino financiar la adquisición de una vivienda u otro bien inmueble, que más da 
crédito que préstamo.  
 
Sin embargo y para que no se nos olvide, la misma LGT prohíbe la analogía en su art. 14, para extender 
más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible, de las exenciones y demás beneficios 
o incentivos fiscales, y así nos lo recuerda la DGT en la CV 17-9-1997, cuando considera que a las cuentas 
de crédito con garantía hipotecaria no le es de aplicación los beneficios de la Ley 2/1994. 
 
Veamos que venían diciendo otras consultas posteriores, que tampoco eran favorables: 

DGT, Consulta nº 1364/2000 de 3 julio 2000. 

“…dado que aunque el propio Texto Refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos 
Jurídicos Documentados en el artículo 45.I.C) establece que "se aplicarán en sus propios términos y con 
los requisitos y condiciones en cada caso exigidos, los beneficios fiscales que para este impuesto 
establecen las siguientes disposiciones: ... ", entre las que se incluye la Ley 2/1994, de 30 de marzo, 
sobre subrogación y modificación de préstamos hipotecarios ", el artículo 23.3 de la Ley General 
Tributaria prohíbe la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho 
imponible o el de las exenciones o bonificaciones, no siendo, por tanto, de aplicación los beneficios de la 
Ley 2/1994 a las cuentas de crédito con garantía hipotecaria.” 

DGT, Consulta nº V81/2010 de 21 enero 2010. 

“…el ámbito de aplicación de la Ley 2/1994, sobre subrogación y modificación de préstamos 

hipotecarios, se extiende a la subrogación de préstamos hipotecarios en los términos y con las 

condiciones en ella regulados, pero no a la subrogación de créditos hipotecarios. No obstante lo anterior, 

en el caso de que una entidad financiera desee subrogarse en un préstamo hipotecario, si existe más de 

un crédito o préstamo hipotecario inscrito sobre la finca en cuestión y a favor de la misma entidad 

acreedora, la nueva entidad deberá subrogarse respecto de todos ellos, con independencia de que 

sean préstamos hipotecarios o créditos hipotecarios. Por lo expuesto, al instrumentar 

la subrogación conforme a la Ley 2/1994, no es posible que la entidad financiera, además de modificar el 

tipo de interés y el plazo, realice la novación de un crédito hipotecario en préstamo hipotecario, 

precisamente porque la Ley 2/1994 no ampara la subrogación de créditos hipotecarios de forma 

autónoma.” 

DGT, Consulta nº V1233/2010 de 2 junio 2010. 

“El ámbito de aplicación de la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre subrogación y modificación 
de préstamos hipotecarios, se extiende a la subrogación y novación de préstamos hipotecarios en los 
términos y con las condiciones en ella regulados, pero no a la subrogación o novación de créditos 
hipotecarios, sin perjuicio de lo que se indica en la siguiente conclusión.” 

“No obstante lo anterior, en el caso de que una entidad financiera desee subrogarse en un préstamo 
hipotecario, si existe más de un crédito o préstamo hipotecario inscrito sobre la finca en cuestión y a 
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favor de la misma entidad acreedora, la nueva entidad deberá subrogarse respecto de todos ellos, con 
independencia de que sean préstamos hipotecarios o créditos hipotecarios.” 

“…al instrumentar la subrogación conforme a la Ley 2/1994, no es posible que la entidad financiera, 
además de modificar el tipo de interés y el plazo, realice la novación de un crédito 
hipotecario en préstamo hipotecario , precisamente porque la Ley 2/1994 no ampara la subrogación de 
créditos hipotecarios de forma autónoma.»” 

DGT, Consulta nº V1156/2011 de 10 mayo 2011. 

“…el ámbito de aplicación de la Ley 2/1994 se extiende a la subrogación y novación de préstamos 
hipotecarios en los términos y con las condiciones en ella regulados, pero no a la subrogación o novación 
de créditos hipotecarios. No obstante lo anterior, en el caso de que una entidad financiera 
desee subrogarse en un préstamo hipotecario, si existe más de un crédito o préstamo hipotecario inscrito 
sobre la finca en cuestión y a favor de la misma entidad acreedora, la nueva entidad 
deberá subrogarse respecto de todos ellos, con independencia de que sean préstamos hipotecarios o 
créditos hipotecarios. El producto de activo con garantía hipotecaria comercializado por la entidad 
consultante denominado comercialmente "crédito hipotecario multiopción -crédito solución" tiene una 
naturaleza jurídica mixta de carácter sucesivo en el sentido de que al inicio de la operación su naturaleza 
es la de la cuenta de crédito pero, transcurrido un tiempo y cumplidas las condiciones pactadas, pasa a 
tener la naturaleza jurídica de préstamo, conversión que se produce con carácter definitivo e irreversible. 
De acuerdo con el carácter mixto de la naturaleza jurídica del producto de activo con garantía 
hipotecaria comercializado por la entidad consultante denominado comercialmente "crédito 
hipotecario multiopción -crédito solución", en cuanto el negocio jurídico mantenga su naturaleza original 
de crédito no tendrá derecho a la aplicación de los beneficios fiscales regulados en la Ley 2/1994 para 
los préstamos, de los cuales sí podrá disfrutar a partir del momento en que su naturaleza jurídica pase a 
ser, de forma irreversible, la de préstamo (conversión de crédito en préstamo).” 

DGT, Consulta nº V560/2013 de 22 febrero 2013. 

“…el artículo 9 de la citada Ley 2/1994, en la redacción actual, dada por el artículo 10.2 de la Ley 
41/2007, de 7 de diciembre, de Regulación del Mercado Hipotecario y otras normas del sistema 
hipotecario y financiero  , dispone que "Estarán exentas en la modalidad gradual de "Actos Jurídicos 
Documentados" las escrituras públicas de novación modificativa de préstamos hipotecarios pactados de 
común acuerdo entre acreedor y deudor, siempre que el acreedor sea una de las entidades a que se 
refiere el artículo 1.º de esta Ley y la modificación se refiera a las condiciones del tipo de interés, 
inicialmente pactado o vigente, a la alteración del plazo del préstamo o a ambas.". 

“No resultará aplicable la exención regulada en dicho artículo a la escritura notarial que documente la 
novación de un crédito hipotecario de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre  , General Tributaria (BOE de 18 de diciembre de 2003), que establece que "No se 
admitirá la analogía para extender más allá de sus términos estrictos el ámbito del hecho imponible, de 
las exenciones y demás beneficios o incentivos fiscales" y el citado artículo se refiere al supuesto 
de préstamos hipotecarios por lo que no se puede extender a las cuentas de crédito hipotecario.” 

 
A pesar de lo expuesto y como se puede apreciar, la prohibición a la analogía ha imperado sobre la 
realidad económica y social de nuestro tiempo por parte de las autoridades tributarias hasta fechas 
recientes. No sabemos el motivo pero podemos adivinarlo. 
 
 
DOCTRINA DE NUESTROS TEAR Y JURISPRUDENCIA 
 
Hasta principios de 2013 las resoluciones de nuestros TEAR eran variopintas, pero ya se inclinaban por 
declarar la exención a ambas figuras, y muchas CCAA utilizaban las consultas de la DGT y alguna 
jurisprudencia de TSJ para resistirse a aplicar los mismos beneficios fiscales a ambas figuras. 
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Veamos que decían nuestros TEAR: 

 TEAR de Madrid en Resolución de 6 agosto 2009  

“en una interpretación armonizada de estas normas y teniendo en cuenta el espíritu de la Ley que 
reconoce la exención, se estima que la misma es aplicable igualmente a los créditos hipotecarios”. 

 TEAR de Cantabria en Resolución de 14 diciembre 2009  

“…sin desconocer la prohibición de la analogía…aprecia este Tribunal que en el ámbito del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados existe una equiparación absoluta 
entre la cuenta de crédito y el préstamo….En consecuencia, siendo evidente que en la escritura pública 
aquí examinada se ha producido una novación modificativa….deviene obligado reconocer la procedencia 
de aplicar la exención….”. 

 TEAR de Canarias en Resolución de fecha 22 febrero 2012  

“faltando el requisito de inscribibilidad registral, no se da hecho imponible en la modalidad de AJD por lo 
que no nos encontramos ante un supuesto de exención o no en esta modalidad, como se alegaba por la 
entidad reclamante, sino de no sujeción, debiendo ser anulada por esta causa la liquidación provisional” 
y porque a mayor abundamiento “la equiparación del crédito hipotecario al préstamo hipotecario 
implica a su vez que resulte de aplicación a los créditos hipotecarios, por ejemplo, la exención regulada 
en el artículo 45.1.B).15 del Texto Refundido del Impuesto o la contenida en el artículo 9 de la Ley 
2/1994”. 

 TEAR de Andalucía en Resolución de fecha 29 febrero 2012  

“este Tribunal entiende que el criterio de la Oficina Liquidadora es restrictivo ya que las cuentas de 
crédito no son más que modalidades de préstamos por lo que deben recibir el mismo tratamiento que 
éstos. Luego, al tratarse de una escritura pública de novación modificativa (tipo interés y plazo) de 
créditos hipotecarios pactado de común acuerdo entre acreedor (La Caixa) y deudor (la entidad 
reclamante), le es también de aplicación la normativa expuesta” (exención del artículo 9 de la Ley 
2/1994). 

 
Y lo que decían nuestros TSJ, salvo Madrid: 

 TSJ Galicia Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 4ª, S 25-6-2012 

“…lo que prohíbe el art.23,3 de la LGT es acudir a la analogía para extender más allá de sus términos el 
ámbito de las exenciones y bonificaciones tributarias. Sin embargo, el precepto no señala ningún criterio 
específico de interpretación de las normas constitutivas de exenciones o bonificaciones, las cuales 
deberán serlo con arreglo a los mismos criterios o métodos que el resto de las normas tributarias. Por 
ello, el art.14 de la LGT en modo alguno afecta a la interpretación de las exenciones, pues las normas 
sobre exenciones y bonificaciones no presentan, desde el punto de vista interpretativo, especialidad 
alguna en relación con el resto de las normas tributarias, por lo que la interdicción de la analogía no 
exige la necesidad de adoptar "a priori" ningún criterio de interpretación que conduzca a un resultado 
restrictivo…En conclusión, se considera que la exención prevista en el art.9.1 de la Ley 2/1994 
sobre Subrogación y Modificación de Préstamos Hipotecarios comprende los créditos hipotecarios”.  

 TSJ Andalucía Sala de lo Contencioso-Administrativo, S 21-12-2012 

“El artículo 45.I.C)23 TRLITPAJD, en la redacción aplicable al devengo del Impuesto (28 de enero de 
2010), establecía que se aplicarán en sus propios términos y con los requisitos y condiciones en cada caso 
exigidos, los beneficios fiscales que para este impuesto establece la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre 
subrogación y modificación de préstamos hipotecarios. Y conforme a lo previsto en el artículo 9 de la 



 7 

referida Ley 2/1994, "Estarán exentas en la modalidad gradual de Actos Jurídicos Documentados las 
escrituras públicas de novación modificativa de préstamos hipotecarios pactados de común acuerdo 
entre acreedor y deudor, siempre que el acreedor sea una de las entidades a que se refiere el art. 1 de 
esta ley y la modificación se refiera a las condiciones del tipo de interés inicialmente pactado o vigente, a 
la alteración del plazo del préstamo, o a ambas."  

Es incuestionable por lo ya expuesto que en la escritura pública objeto de gravamen se produce una 
novación modificativa de un crédito hipotecario pactada entre acreedor y deudor, que aquél es entidad 
de las del artículo 1 de la Ley 2/1994, y que la modificación operada afecta a las condiciones del tipo de 
interés pactado originariamente. La cuestión en litigio se centra en valorar si cuando la norma citada 
aquí aplicable por razón temporal alude a los préstamos hipotecarios deben entenderse incluidas entre 
esas operaciones los créditos hipotecarios (cuestión hoy día zanjada, en los casos que cita, para 
escrituras posteriores a la entrada en vigor del RDL 6/2012 de 9 marzo 2012, que añade un número 23 al 
apartado I.B del artículo 45 TRLITPAJD, con la siguiente redacción: "Estarán exentas:..23. Las escrituras 
de formalización de las novaciones contractuales de préstamos y créditos hipotecarios que se produzcan 
al amparo del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores 
hipotecarios sin recursos, quedarán exentas de la cuota gradual de documentos notariales de la 
modalidad de actos jurídicos documentados de este Impuesto."  

 TSJ Castilla-León (Burgos) Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2ª, S 11-3-2013 

“…no estamos ante un supuesto de la extensión por analogía de una norma a un supuesto similar sino 
aplicando una interpretación de la exención realizada por el propio legislador en las exposiciones de 
motivos de las normas, interpretación auténtica de la que resulta su clara voluntad de equiparar, en las 
reformas sucesivas de la ley 2/1994, el tratamiento de los préstamos y créditos hipotecarios, incluso en 
bonificaciones, veamos como función de la nueva Ley el fomento del ‹‹crecimiento del mercado de títulos 
hipotecarios, por un lado, y no se discrimine regulatoriamente entre las diferentes opciones de préstamo 
o crédito hipotecario abiertas a los clientes por el otro››. Y mas adelante: ‹‹Uno de los objetivos de la 
presente Ley es alcanzar la neutralidad en el tratamiento regulatorio de los diversos tipos de créditos y 
préstamos hipotecarios ofertados en el mercado››. Asimismo dice: ‹‹En el capítulo V se realizan las 
actuaciones relativas al cálculo de los costes arancelarios relativos a los préstamos o créditos 
hipotecarios. Todo ello con el objetivo de reducir y fomentar la transparencia de los costes de transacción 
de las operaciones del mercado hipotecario. Teniendo en cuenta la regulación establecida por la Ley 
36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma económica, relativa a los costes arancelarios de 
las escrituras de novacion modificativa y de subrogación de los préstamos hipotecarios, se debe seguir 
profundizando en la transparencia y reducción de los citados aranceles, así como extender dichas 
bonificaciones al caso de las cancelaciones que no tienen como finalidad la subrogación y los créditos 
hipotecarios››. 

Luego si la Ley 2/1994 se refiere a ambos, según voluntad del legislador, y el art. 45 de del Texto 

Refundido del ITP y AJD se remite a las bonificaciones de dicha ley, resulta que se remite a las 

bonificaciones de dicha ley, tal y como las ha entendido el legislador, lo que por lo demás dejando a un 

lado las deferencias teóricas es acorde a la realidad de cómo se entienden y aplican ambas figuras 

jurídicas.” 

 
Pero la única que “se salía del cesto” era la emanada del TSJ de Madrid: 

TSJ Madrid Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 9ª, S 3-11-2011 

“Las innovaciones sobre la Ley 2/1994, afectan a varios preceptos. Esencialmente, el art. 9, amplía la 

potestad de «modificación de préstamos hipotecarios » a otras condiciones, además de los intereses y el 

plazo. El art. 2, regula nuevamente el procedimiento de subrogación y las relaciones entre las entidades 

bancarias, y el art. 8, establece una nueva regulación de los costes arancelarios, es decir, de los 

honorarios notariales y registrales en la subrogación, novación modificativa y cancelación. Este último 
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artículo es el que contiene la única identificación entre créditos y préstamos hipotecarios. La cita a 

los créditos en el nuevo párrafo segundo del art. 2 se refiere a un supuesto muy especial: al de 

concurrencia sobre una misma finca de más de un crédito o préstamo hipotecario inscrito a favor de la 

misma entidad acreedora, para lo que exige la subrogación en todos ellos.” 

“A salvo de estas dos menciones, las otras reformas continúan insistiendo en mencionar como único 

contrato al que son aplicables el de préstamo hipotecario. En materia tributaria, la alteración se limita a 

cambiar el título del art. 9, que pasa a denominarse: Beneficios fiscales, cuyo texto sigue nombrando 

exclusivamente a los préstamos.” 

“En conclusión, no es posible entender que la Ley 2/1994, integre en su ámbito a los préstamos y a 

los créditos hipotecarios, pues sólo menciona reiteradamente a los primeros, y cuando el legislador ha 

considerado oportuno otorgar un trato equivalente, así lo ha hecho constar de forma inequívoca. De tal 

manera ha ocurrido, al menos, hasta la fecha en que fue otorgada la escritura objeto de este pleito.” 

TSJ Madrid Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 9ª, S 31-5-2012  sentencia que 
estima el recurso interpuesto por la Administración Autonómica contra la resolución del 
TEAR de 6 de agosto de 2009. 

“De la regulación contenida en la Ley 2/1994, y sus sucesivas reformas, la Sala deduce que tiene por 

objeto los préstamos hipotecarios y no cualquier otro negocio jurídico destinado a la financiación de la 

adquisición de inmuebles.” 

“Sin duda, las referencias de la Ley al «crédito » no son en sentido equivalente al contrato de apertura de 

crédito, sino al derecho o título del acreedor.” 

“Ciertamente, el hecho de que el legislador se refiera a los préstamos, y no a otros medios de 

financiación, no es difícil de suponer. En la época en que fue dictada la Ley, era el préstamo el sistema 

generalmente utilizado para la adquisición de la vivienda habitual, y sigue siéndolo. La apertura de 

crédito parece más propia del ámbito empresarial. No estima la Sala necesario diferenciar ambos 

contratos, pero es evidente su diferencia de contenido y función económica, aunque pueda coincidir en 

determinados casos la finalidad perseguida por el acreditado.” 

“…no es posible entender que la Ley 2/1994, integre en su ámbito a los préstamos y a los créditos 

hipotecarios, pues sólo menciona reiteradamente a los primeros, y cuando el legislador ha considerado 

oportuno otorgar un trato equivalente, así lo ha hecho constar de forma inequívoca. De tal manera ha 

ocurrido, al menos, hasta la fecha en que fue otorgada la escritura objeto de este pleito.” 

“…una reiterada doctrina constitucional exige para apreciar la vulneración del art. 14 CE  la existencia de 

una identidad de situaciones que demuestre el trato discriminatorio dispensado. En el supuesto de hecho 

que late en el pleito resulta que el tratamiento fiscal ofrecido a los prestatarios hipotecarios es diferente 

al de los titulares de cuentas de crédito que tengan también garantía hipotecaria, pero es indudable que 

las obligaciones que derivan de uno y otro contrato son diversas, así como también la función económica 

que cumplen. El distinto trato está justificado al proyectarse sobre situaciones sustancialmente 

diferentes, aunque en puntuales ocasiones, como la actual, el propósito inicial del contribuyente 

al subrogarse en el contrato de crédito fuera el de financiar la compra de su vivienda tal como si se 

tratara de un préstamo. 

Por cuanto acabamos de razonar, asiste la razón al Letrado de la Comunidad de Madrid cuando sostiene 

la no aplicación de la exención invocada a los créditos hipotecarios , debiendo, por tanto, anularse la 

resolución del TEAR impugnada y confirmarse la liquidación por IAJD girada por la Comunidad de 

Madrid.” 
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TSJ Madrid Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 9ª, S 15-1-2014 

“El procedimiento empleado por el legislador, en lo que ahora interesa, alcanza al establecimiento de un 
nuevo régimen de la compensación por amortización anticipada al que dedica el Capítulo IV, compuesto 
por los arts. 7, 8 y 9, y en la modificación de la Ley 2/1994. Aquellos se refieren indistintamente a los 
créditos y a los préstamos hipotecarios, pero solo a los formalizados con posterioridad a su entrada en 
vigor.” 

“…no es posible entender que la Ley 2/1994, integre en su ámbito a los préstamos y a los créditos 
hipotecarios, pues sólo menciona reiteradamente a los primeros, y cuando el legislador ha considerado 
oportuno otorgar un trato equivalente, así lo ha hecho constar de forma inequívoca. De tal manera ha 
ocurrido, al menos, hasta la fecha en que fue otorgada la escritura objeto de este pleito.” 

“…una reiterada doctrina constitucional exige para apreciar la vulneración del art. 14 CE la existencia de 
una identidad de situaciones que demuestre el trato discriminatorio dispensado. En el supuesto de hecho 
que late el en pleito resulta que el tratamiento fiscal ofrecido a los prestatarios hipotecarios es diferente 
al de los titulares de cuentas de crédito que tengan también garantía hipotecaria, pero es indudable que 
las obligaciones que derivan de uno y otro contrato son diversas, así como también la función económica 
que cumplen. El distinto trato está justificado al proyectarse sobre situaciones sustancialmente 
diferentes, aunque en puntuales ocasiones, como la actual, el propósito inicial del contribuyente al 
subrogarse en el contrato de crédito fuera el de financiar la compra de su vivienda tal y como si se 
tratara de un préstamo.” 

“…asiste la razón al Letrado de la Comunidad de Madrid cuando sostiene la aplicación de la exención 
invocada a los préstamos hipotecarios, debiendo, por tanto, anularse la resolución del TEAR impugnada 
y confirmarse la liquidación por IAJD girada por la Comunidad de Madrid.” 

 

Es decir, el TSJ de Madrid declara que el hecho de que, en las previsiones de los acreditados, el contrato 

de crédito cumpla la misma función económica que el de préstamo, no altera su naturaleza jurídica ni su 

contenido y, por tanto, no es apto para aplicar las previsiones normativas relativas a otra figura 

contractual. Y todo ello en contra del criterio previamente asentado de sus homólogos de otras CCAA y 

del criterio del TEAC que a continuación indicamos, al menos en cuanto a la última sentencia por razón 

de la fecha. 

 
PUNTO DE INFLEXION 
 
Sin duda, el punto de inflexión fue la Resolución del TEAC, Resolución 2180/2011 de 16 mayo 2013, que 
transcribo por ser claramente ilustrativa: 

“En síntesis, cabe señalar las siguientes diferencias entre préstamos y créditos: En el préstamo, la 
entidad financiera pone a disposición del cliente una cantidad fija y el cliente adquiere la obligación de 
devolver esa cantidad más unas comisiones e intereses pactados en el plazo acordado. En el crédito, la 
entidad financiera pone a disposición del cliente, en una cuenta de crédito, una cantidad máxima de 
dinero de la que el cliente puede hacer disposiciones y reposiciones parciales o totales.” 

“Respecto a la doctrina indicada basada en la distinción entre las figuras de préstamo y crédito 
hipotecario , y sin negar la corrección de la delimitación jurídica entre ambas figuras que realiza el 
Centro Directivo, este Tribunal considera conveniente puntualizar que en el ámbito del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados existe un tratamiento unitario para las 
figuras de préstamo y crédito ; así, el art. 15 del Texto Refundido del Impuesto (RDLeg 1/1993) aclara 
que: "Se liquidarán como préstamos personales las cuentas de crédito , el reconocimiento de deuda y el 
depósito retribuido", equiparación que se reitera en los arts. 25 y 26 del Reglamento del Impuesto (RD 
828/1995). En la práctica liquidatoria de este impuesto ha habido tradicionalmente una total 
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equiparación entre ambas figuras jurídicas, tanto en cuanto a la definición de hecho imponible, base 
imponible, sujeto pasivo, tipo, así como a la aplicación genérica de exención contenida en el art. 45, I, B 
15 relativo a la constitución de préstamos , precepto que si bien no menciona literalmente a los créditos , 
-y sin necesidad de la aclaración reglamentaria (art. 25,3)- no ha planteado duda de su aplicación directa 
a los instrumentados mediante créditos bancarios.” 

Y que fue reforzada por TEAC, Resolución 4978/2011 de 12 septiembre 2013: 

 “Puede concluirse que dado que las circunstancias en que se desarrolla la disponibilidad o la devolución 
del capital es el criterio distintivo más determinante entre una y otra figura, poniendo en relación dichas 
circunstancias con la finalidad socio-económica de la normativa dictada, no puede extraerse mínima 
razón alguna que induzca a considerar que la exención no deba aplicarse a los denominados créditos 
hipotecarios , máxime cuando en las figuras ofertadas por las entidades financieras se dan con 
frecuencia características de una y otra figura crediticia.” 

“Por ello, partiendo de la equiparación tradicional que en el impuesto existe entre préstamos y créditos , 
y habida cuenta de la necesidad de interpretar la ley de acuerdo con la finalidad de la norma, y, 
finalmente, a la vista de la legislación posterior a dicha Ley 2/1994 ya mencionada anteriormente, este 
Tribunal Central considera que la exención contenida en el art.9 de la Ley 2/1994 debe aplicarse -en los 
casos a que dicho precepto se refiere- a la financiación hipotecaria en general cualquiera que sea el 
modelo de instrumentación (crédito o préstamo ) utilizado.” 

 
A pesar de ello, varias CCAA seguían sin reconocer el beneficio fiscal para ambas figuras. ¿El motivo? 
Piensen vds lo que quieran. Solo les apunto uno. Con la crisis económica muchas familias y empresas 
novaron sus créditos hipotecarios con la finalidad de reducir las cuotas mensuales, alargar los plazos y 
poder refinanciarse para sobrevivir y no perder sus casas. Es decir, había muchas operaciones de este 
tipo que “no pasaban por caja”. 
 
Alguna CCAA seguía amparándose en la jurisprudencia del TSJ de Madrid que la daba la razón, enviando 
liquidaciones provisionales contraviniendo lo dispuesto en el art 239.7 de la LGT, que obliga a acatar las 
resoluciones del TEAC “La doctrina que de modo reiterado establezca el Tribunal Económico-
Administrativo Central vinculará a los tribunales económico-administrativos regionales y locales y a los 
órganos económico-administrativos de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades con Estatuto de 
Autonomía y al resto de la Administración tributaria del Estado y de las Comunidades Autónomas y de 
las Ciudades con Estatuto de Autonomía. El Tribunal Económico-Administrativo Central recogerá de 
forma expresa en sus resoluciones y acuerdos que se trata de doctrina reiterada y procederá a 
publicarlas según lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 86 de esta Ley. En cada Tribunal Económico-
Administrativo, el criterio sentado por su Pleno vinculará a las Salas y el de ambos a los órganos 
unipersonales. Las resoluciones y los actos de la Administración tributaria que se fundamenten en la 
doctrina establecida conforme a este precepto lo harán constar expresamente. 
 
Como esto seguía sucediendo y el criterio de Ministerio de Hacienda y AP seguía en entredicho 
(recordemos las consultas vinculantes nada favorecedoras antes transcritas), la DGT evacuó las 
siguientes consultas que venían a reforzar las tesis esgrimidas y puestas de manifiesto por el TEAC: 

 DGT, Consulta nº V382/2014 de 14 febrero 2014. 

“…la exención de las escrituras publicas de novación modificativa de préstamos hipotecarios en la 

modalidad del impuesto de actos jurídicos documentados, contenida en el art.9 Ley 2/1994, debe 

aplicarse a la financiación hipotecaria en general, cualquiera que sea el modelo de instrumentación 

(crédito o préstamo) utilizado.” 

 DGT, Consulta nº V1467/2014 de 3 junio 2014. 
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“…el Tribunal Económico Administrativo Central, aun coincidiendo en las diferencias existentes entre 

ambas figuras y que en la redacción original de la Ley 2/1994 no existía referencia explícita a los créditos 

hipotecarios , no detecta razón alguna que justifique, a la hora de interpretar la norma, la discriminación 

de éstos por el simple hecho de que el prestatario hubiera podido disponer al tiempo de concertarse el 

contrato de todo o parte del capital o que la flexibilidad del contrato permita disponer nuevamente de 

financiación, por lo que considera que la exención contenida en el art. 9 de la Ley 2/1994 debe aplicarse 

a la financiación hipotecaria en general cualquiera que sea el modelo de instrumentación (crédito o 

préstamo) utilizado. 

Por otro lado, debe entenderse que la conclusión alcanzada no supone una extensión analógica de la 

norma, sino una integración interpretativa de la misma en base a lo dispuesto en el art 3.1 del Código 

Civil el cual incluye como criterio de interpretación el de "la realidad social del tiempo en que han de ser 

aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquéllas". 

Y en esa misma línea se pronuncian las Consultas Vinculantes DGT V1467/2014, V1468/2014, 
V1108/2014, V1002/2014 y V698/2014. 

A partir de entonces los criterios jurisprudenciales de nuestros TSJ fueron al unísono, como estas tres 
del mes de Marzo y Septiembre del año pasado: 

 TSJ Asturias Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, S 17-3-2014 

“…no podemos sino colegir que la normativa citada a la que se remite la Ley reguladora del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados se refiere indistintamente a los 
préstamos y a los créditos hipotecarios. 

Y ello no significa aplicación analógica del beneficio fiscal, que declara exento de la modalidad de actos 
jurídicos documentados la novación modificativa de préstamos y créditos hipotecarios en los términos 
fijados por la Ley, sino mera interpretación de la norma atendiendo a los tradicionales criterios 
enunciados en su día por Savigny, a saber, gramatical, lógico, teológico, histórico y sistemático.” 

 TSJ Illes Balears Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 1ª, S 11-3-2014 

“El art. 12 de la LGT/2003 nos indica que las normas tributarias se interpretan con arreglo a lo dispuesto 

en el apartado 1 del art. 3 del Código Civil y que en tanto no se definan por la normativa tributaria, los 

términos empleados en sus normas se entenderán conforme a su sentido jurídico, técnico o usual, según 

proceda. Ello supone interpretación del citado art. 9 según el sentido propio de sus palabras, en relación 

con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad social del tiempo en que han de 

ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas.  

Es cierto que en correcta técnica jurídica son distintas las operaciones de préstamo y de crédito, por 

cuanto en la primera se entrega a inicio una determinada cantidad dineraria con obligación de 

devolución, mientras que en la segunda se pone a disposición una cantidad hasta un límite determinado 

con obligación de devolución únicamente de la cantidad efectivamente dispuesta. Pero no es menos 

cierto que si pone el art. 9 de la Ley 2/1994 en relación con su contexto normativo (la propia Ley, el RDL 

1/1993, de 24 de septiembre, que aprueba el texto refundido de la Ley del ITPyAJD), y se atiende al 

espíritu y finalidad del precepto, la correcta interpretación del art. 9 conduce a que la exención 

comprende por igual a la novación de los créditos hipotecarios.” 

 TSJ La Rioja Sala de lo Contencioso-Administrativo, S 4-09-2014 

“Puede concluirse que dado que las circunstancias en que se desarrolla la disponibilidad o la devolución 
del capital es el criterio distintivo más determinante entre una y otra figura, poniendo en relación dichas 
circunstancias con la finalidad socio-económica de la normativa dictada, no puede extraerse mínima 
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razón alguna que induzca a considerar que la exención no deba aplicarse a los denominados créditos 
hipotecarios, máxime cuando en las figuras ofertadas por las entidades financieras se dan con frecuencia 
características de una y otra figura crediticia. 

Por ello, partiendo de la equiparación tradicional que en el impuesto existe entre préstamos y créditos, y 
habida cuenta de la necesidad de interpretar la ley de acuerdo con la finalidad de la norma, y, 
finalmente, a la vista de la legislación posterior a dicha Ley 2/1994 ya mencionada anteriormente, este 
Tribunal Central considera que la exención contenida en el art 9 de la Ley 2/1994 debe aplicarse -en los 
casos a que dicho precepto se refiere- a la financiación hipotecaria en general cualquiera que sea el 
modelo de instrumentación (crédito o préstamo) utilizado.”  

 

EL FINAL: EL TRIBUNAL SUPREMO 

Hay que entender el contexto de estos últimos años:  

1) Una caída muy fuerte de las operaciones de compraventa inmobiliaria, como nunca conocida; 

2) Unido a ello, la casi nula financiación bancaria hipotecaria; 

3) Actividad económica muy vinculada al sector inmobiliario;  

4) Una crisis que llevo a renegociar las condiciones de sus hipotecas a familias y empresas; 

5) Y necesidades de recaudación importantes. 

Todo ello, en mi humilde opinión, supuso la búsqueda otras vías de obtención de ingresos que eran 
insostenibles, por lo que al final hubo que llegar a nuestro Alto Tribunal (STS 24-4-2014): 

“…partiendo de la equiparación tradicional que en el impuesto existe entre préstamos y créditos, y 
habida cuenta de la necesidad de interpretar la ley de acuerdo con la finalidad de la norma, y, 
finalmente, a la vista de la legislación posterior a dicha Ley 2/1994…la exención contenida en el art. 9 de 
la Ley 2/1994 debe aplicarse -en los casos a que dicho precepto se refiere- a la financiación hipotecaria 
en general cualquiera que sea el modelo de instrumentación (crédito o préstamo) utilizado. 

“Lo prohibido por el art. 23.3 de la Ley General Tributaria es el recurso a la analogía para extender más 
allá de sus términos el ámbito de las exenciones y bonificaciones tributarias. 

Dicho precepto no establece, sin embargo, ningún criterio específico de interpretación de las normas 
constitutivas de exenciones o bonificaciones, las cuales deberán ser interpretadas con arreglo a los 
mismos criterios o métodos que el resto de las normas tributarias; criterios que, a su vez, no difieren en 
nada de los empleados normalmente para la interpretación de las normas jurídicas en general, pues no 
en vano, el apartado 1º del citado precepto dispone que ‹‹las normas tributarias se interpretarán con 
arreglo a los criterios admitidos a Derecho››, lo que conlleva una remisión al art. 3.1 del Código Civil.” 

“…la conclusión alcanzada no supone una extensión analógica de la norma, sino una integración 

interpretativa de la misma en base a lo dispuesto en el art. 3.1 del Código Civil, el cual incluye como 

criterio de interpretación el de ‹‹la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo 

fundamentalmente al espíritu y finalidad de aquellas››.” 

Vicente Dominguez Casas 

Economista y Abogado 

Profesor Universidad Carlos III de Madrid 


